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Juzgado de Primera Instancia nº 2 de Granollers 
Calle Josep Umbert, 124, planta 3a - Granollers   - C.P.: 08402 

 TEL.: 936934580
FAX: 936934581
EMAIL:instancia2.granollers@xij.gencat.cat

N.I.G.: 0809642120218308722 

Procedimiento ordinario (Contratación art. 249.1.5) 1755/2021 -5
-
Materia: Juicio ordinario sobre productos y activos financieros

Entidad bancaria BANCO SANTANDER:
Para ingresos en caja. Concepto: 0730000004175521
Pagos por transferencia bancaria: IBAN ES55 0049 3569 9200 0500 1274.
Beneficiario: Juzgado de Primera Instancia nº 2 de Granollers
Concepto: 0730000004175521

Parte demandante/ejecutante: JORGE GISTAS GIL
Procurador/a: Eguskiñe Itziar Hernandez Espelt
Abogado/a: Lluis Ferrer De Nin

Parte demandada/ejecutada: WIZINK BANK, S.A.
Procurador/a: Maria Jesus Gomez Molins
Abogado/a: David Castillejo Rio

SENTENCIA  Nº 147/2022

Juez: Sebastián Cerezo Cano  
Granollers, 19 de abril de 2022

Dª. SEBASTIÁN CEREZO CANO, Juez en sustitución del Juzgado de Primera Instancia
número 2 de Granollers y de su partido judicial,  vistos los presentes autos de juicio
ordinario, registrados con el número 1755/2021, promovidos por D. JORGE, GISTAS
GIL,  representado  por  la  Procuradora  de  los  Tribunales  Dª.  EGUSKIÑE  ITZIAR
HERNÁNDEZ ESPELT y asistido por la dirección letrada de D. LLUIS FERRER DE NIN,
contra la entidad mercantil WIZINK BANK, S.A. representada por la Procuradora de los
Tribunales  Dª.  MARÍA JESÚS GÓMEZ MOLINS y  asistida  por  el  Letrado  D.  JOSÉ
ENRIQUE ZABALO SANCHO, en sustitución del Letrado firmante de la contestación a
la demanda, D. DAVID CASTILLEJO RÍO, que tiene por objeto con carácter principal
una acción de nulidad de la cláusula de intereses remuneratorios y de nulidad de la
cláusula  de  comisión  por  reclamación  por  cuota  impagada,  así  como  la  acción
acumulada  de  reclamación  de  cantidad,  y  subsidiariamente,  una  acción  de  nulidad
radical absoluta sobre el contrato de tarjeta de crédito, en virtud de las facultades que
me han sido otorgadas por la Constitución dicto la presente Sentencia en atención a los
siguientes

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Por la referida parte actora se presentó la demanda de juicio ordinario que
es origen de los presentes autos y que se repartió a este Juzgado frente a la entidad
mercantil WIZINK BANK, S.A. y mediante la que se ejercita una acción de nulidad de la
cláusula  de  intereses  remuneratorios  y  de  nulidad  de  la  cláusula  de  comisión  por
reclamación por cuota impagada,  así  como la acción acumulada de reclamación de
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cantidad, y subsidiariamente, una acción de nulidad radical absoluta sobre el contrato
de tarjeta de crédito.

SEGUNDO.- La  demanda fue admitida  a trámite  mediante  Decreto  de fecha 21 de
diciembre de 2021 y se acordó dar traslado de la misma junto a los documentos que la
acompañaban a la parte demandada, emplazándola para que en el plazo de veinte días
compareciera en legal forma en las actuaciones y contestara a la demanda.

Dentro del plazo indicado, la representación procesal de WIZINK BANK, S.A., presentó
escrito de contestación a la demanda por el que se oponía a lo reclamado de contrario
interesando el dictado de una sentencia íntegramente desestimatoria de la demanda
con condena a la parte actora de las costas del procedimiento.

Seguidamente, por Diligencia de Ordenación se acordó convocar a las partes a efectos
de proceder a la celebración de la audiencia previa el día 4 de abril de 2022.

Previamente mediante Auto de fecha 15 de febrero de 2022 se acordó no haber lugar a
la  suspensión  del  procedimiento  por  prejudicialidad  civil  solicitada  por  la  parte
demandada.

TERCERO.- En  la  fecha  señalada  se  celebró  la  audiencia  previa,  a  la  que
comparecieron ambas partes legalmente representadas y asistidas.

Abierto el acto, las partes manifestaron no haber llegado a un acuerdo sobre el objeto
del pleito. 

No habiéndose opuesto excepciones de carácter procesal que debieran ser resueltas en
el  acto de la  audiencia  previa  ambas partes  se ratificaron en sus  correspondientes
escritos iniciales, sin que por ninguna de las partes se impugnara la autenticidad de los
documentos aportados de contrario.

Tras ello, se fijaron los hechos controvertidos y se procedió a la proposición de prueba,
siendo admitida como prueba útil y pertinente: 

(i)  A propuesta de la parte actora la prueba documental aportada a las actuaciones
junto al escrito de demanda que se dio en el acto por reproducida.
(ii) A  propuesta  de  la  parte  demandada  la  prueba  documental  aportada  a  las
actuaciones junto al escrito de contestación a la demanda que se dio en el acto por
reproducida.

Siendo la prueba propuesta únicamente la prueba documental, de conformidad con lo
establecido  en  el  artículo  429.8  de  la  LEC  quedaron  las  actuaciones  vistas  para
sentencia.
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CUARTO.- En la tramitación de las presentes actuaciones se han observado en esencia
todas las prescripciones legales y garantías procesales,  incluido el  plazo para dictar
sentencia.  El  acto  de  la  audiencia  previa  consta  documentado  de  acuerdo  con  el
mandato contenido en el artículo 147 de la Ley de Enjuiciamiento Civil  (en adelante
LEC), en soporte apto para la grabación y reproducción del sonido y de la imagen.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.-  Por la parte actora se ha interpuesto la demanda que ha dado origen al
presente procedimiento y mediante la que se ejercita frente a la parte demandada una
acción de nulidad de la cláusula de intereses remuneratorios y de nulidad de la cláusula
de comisión por reclamación por cuota impagada, así como la acción acumulada de
reclamación de cantidad,  y subsidiariamente,  una acción de nulidad radical  absoluta
sobre el contrato de tarjeta de crédito.

Dichas acciones se fundamentan en el contrato de tarjeta de crédito conocido como
“revolving” o de pagos aplazados, que D. JORGE, GISTAS GIL habría suscrito en fecha
22 de enero de 2010
con la entidad bancaria CITIBANK, ESPAÑA, S.A., siendo la actual titular del crédito
WIZINK BANK, S.A..

Por la demandada, como cuestión previa, se impugna la cuantía de la demanda como
indeterminada al estimar que se trata de una pretensión económicamente cuantificable.

Asimismo, la parte demandada se opone a lo pretendido de contrario en cuanto al fondo
del asunto: (i)  alegando que la cláusula que establece el  interés remuneratorio y de
comisión por reclamación de impago superan el control de inclusión y de transparencia
y no están sujeta al control de abusividad y (ii) negando que el interés remuneratorio
pactado en el contrato sea usurario.

SEGUNDO.- Como cuestión previa, por la parte demandada se impugna la cuantía de
la  demanda  como  indeterminada  al  estimar  que  se  trata  de  una  pretensión
económicamente cuantificable. Tal impugnación no se efectúa a efectos del artículo 255
de la LEC sino a efectos de las posibles costas que pudieran imponerse, habiéndose
fijado la cuestión como controvertida en el acto de la audiencia previa.

Se estima aplicable  al  supuesto de autos lo  resuelto por  la  Audiencia  Provincial  de
Álava, Sección 1ª, en su Sentencia número 196/2019, de 1 de marzo cuando resuelve
en su fundamento de derecho octavo que: 

“Afirma que existiendo acumulación de acciones rige lo dispuesto en el art. 252.2º LEC ,

se acumulan dos acciones pero a efectos de determinar la cuantía debe tenerse en

cuenta los efectos económicos de la cláusula sobre los gastos.

Establece el art. 252 LEC , " Si las acciones acumuladas provienen del mismo título o
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con la acción principal  se piden accesoriamente intereses,  frutos,  rentas,  o daños y
perjuicios, la cuantía vendrá determinada por la suma del valor de todas las acciones
acumuladas. Pero si el importe de cualquiera de las acciones  no fuera cierto y líquido ,
sólo se tomará en cuenta el valor de las acciones cuyo importe si lo fuera ".

El art. 253.3º del mismo texto en relación a la determinación de la cuantía indica que
cuando el actor no puede determinarla, " por carecer el objeto de interés económico, por
no  poderse  calcular  dicho  interés  conforme  a  ninguna  de  las  reglas  legales  de
determinación de la cuantía, o porque, aun existiendo regla de cálculo aplicable, no se
pudiera  determinar  aquella  en  el  momento  de  interponer  la  demanda,  ésta  se
sustanciará conforme a los cauces del juicio ordinario ".

En la sentencia de 1 de marzo de 2.018, interpretando estos preceptos decíamos: "
entendemos que la cuantía del procedimiento es indeterminada, no evaluable, pues la
acción  principal  ejercitada  es  una  acción  individual  de  nulidad  de  cláusulas
contractuales, declaración de nulidad que conlleva la indeterminación ex art. 253.3 LEC,
y el hecho de que una, no la única de las consecuencias derivadas de las declaraciones
de  nulidad  solicitadas  sea  el  abono  de  determinadas  cantidades  que  son  y  están
perfectamente  determinables  y  determinadas,  no  cambia  el  criterio  de  la
indeterminación de la acción principal ".

La  expresión,  "no  fuera  cierto  y  líquido",  no  puede  equipararse  con  que  el  interés
económico  sea  "inestimable  o  no  determinable",  como  puede  deducirse  de  la
declaración  de  nulidad  por  abusivas  de  una  o  más  cláusulas  de  un  contrato,  cuya
cuantificación no es determinable ni  aun de forma relativa, cual es el caso de autos
donde, además de los concretos gastos cuyo reintegro se valora económicamente, la
cláusula de gastos se refiere genéricamente a unos hipotéticos gastos por impuestos,
costas  procesales  u  otros,  cuyo  valor,  en  su  caso,  además  de  inestimable,  no  es
consecuencia del contenido obligacional del contrato.

En cualquier caso la acumulación de una acción de nulidad con otra de reclamación de

cantidad consecuencia de la primera pone de relieve la naturaleza inestimable o no

determinable del valor de la acción, cuya única finalidad es la anulación y con ello su no

aplicación”.

En  aplicación  de  lo  expuesto,  que  este  Juzgador  comparte  plenamente  y  cuyas
conclusiones hace suyas, debe mantenerse la fijación de la cuantía del procedimiento
en indeterminada, desestimándose la impugnación de la cuantía efectuada por la parte
demandada en su escrito de contestación a la demanda.

TERCERO.- Sentado lo  anterior,  la  primer  cuestión  litigiosa  que debe dilucidarse  al
haberse  planteado  como  acción  principal  es  si  las  cláusulas  de  tipo  de  interés
remuneratorio  y  de  comisión  de  reclamación  por  impago  son  nulas  por  falta  de
transparencia.
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Pues  bien,  quedando  ceñido  el  tema  litigioso  a  la  abusividad  de  ciertas  cláusulas
contractuales,  se  han  de  tener  en  cuenta  con  carácter  general  las  siguientes
consideraciones. 

A) Que la protección a los consumidores contra cláusulas  abusivas incluidas  en los
contratos se ha de hacer  a través del  artículo  10 bis  y  de la  Disposición Adicional
Primera de la Ley 26/1984 de 19 de Julio de Defensa de los consumidores y usuarios, y
de los artículos 8 b, 29.1 B y 80 a 89 del R.D. Legislativo 1/2007 de 16 de noviembre,
que  aprueba  el  Texto  Refundido  de  la  Ley  General  para  la  Defensa  de  los
Consumidores y Usuarios , según reforma por Ley 3/2014 de 27 Marzo, que en todo
caso  tratan  de  evitar  que  se  produzca  desequilibrio  de  las  partes  en  perjuicio  del
consumidor o que se impongan indemnizaciones desproporcionadas.

B) Que las Sentencias del Tribunal de Justicia de la Unión Europea de 14 de Junio de
2012 y de 14 de marzo de 2013, reiteran el sistema de protección de la Directiva 93/13,
que se basa en  la protección al consumidor que se halla en situación de inferioridad
respecto al profesional, en lo referido tanto a la capacidad de negociación como al nivel
de información, teniendo que adherirse a las condiciones redactadas unilateralmente
por el profesional sin poder influir en el contenido de éstas, como se infiere del art. 6
apartado 1 de la citada Directiva. 

C) Que esta disposición de carácter imperativo pretende superar el equilibrio formal que
el contrato establece entre los derechos y obligaciones de las partes, estableciéndose a
tal efecto en las mencionadas sentencias del TJUE que el Juez Nacional debe apreciar
el carácter abusivo de una cláusula contractual incluida en el ámbito de aplicación de la
referida  Directiva  93/13,  para  así  subsanar  el  desequilibrio  que  existe  entre  el
consumidor y el profesional. 

D)  Que  la  declaración  de  nulidad  de  una  cláusula  abusiva  lleva  consigo  su  total
inaplicación,  sin que pueda moderarse o integrarse en el  cumplimiento del  contrato,
siempre que tal nulidad no lleve consigo necesariamente la nulidad absoluta del propio
contrato. 

E) Que tratándose de cláusulas abusivas, el principio de eficacia exige que el Tribunal
interprete  las  disposiciones  nacionales  de  modo  que  se  garantice  la  tutela  judicial
efectiva  de  los  justiciables,  y  de  no  ser  ello  posible,  dicho  Tribunal  deberá  dejar
inaplicada la disposición nacional contraria, ya que si bien el principio de autonomía
procesal atribuye a cada Estado la regulación del proceso, esta autonomía tiene como
límite que tales normas hagan imposible e inviable el ejercicio de los derechos que el
ordenamiento jurídico de la Unión confiere a los consumidores (principio de efectividad),
pero siempre observándose el principio de contradicción.

Tradicionalmente, la jurisprudencia había tratado el control de incorporación (arts. 5 y 7
LCGC) y el control de abusividad (arts. 8.2 LCGC y 82 y ss. LGCU). Pero de unos años
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a esta parte, se abordó también el control de transparencia.

La  doctrina  emanada  de  las  sentencias  del  Pleno  de  esta  Sala  Primera  números
241/2013, de 9 de mayo; 464/2014, de 8 de septiembre; 138/2015, de 24 de marzo;
139/2015, de 25 de marzo; y 705/2015, de 23 de diciembre; y de la sentencia 222/2015,
de 29 de abril; ha tratado el control de transparencia en materia de cláusulas limitativas
de  la  variabilidad  del  interés  remuneratorio  pactado  en  contratos  de  préstamo  con
garantía hipotecaria (“cláusulas suelo”). 

Ya  con  anterioridad  a  tales  resoluciones,  varias  sentencias  habían  declarado  la
procedencia de realizar un control de transparencia de las condiciones generales de los
contratos concertados con consumidores, y en especial  de aquellas que regulan los
elementos esenciales del contrato, esto es, la definición del objeto principal del contrato
y  la  adecuación  entre  precio  y  prestación.  Esta  línea  jurisprudencial  se  inicia  en
sentencias como las núm. 834/2009, de 22 de diciembre;  375/2010, de 17 de junio;
401/2010, de 1 de julio; y 842/2011, de 25 de noviembre; y se perfila con mayor claridad
en las núm. 406/2012, de 18 de junio; 827/2012, de 15 de enero de 2013; 820/2012, de
17 de enero de 2013; 822/2012, de 18 de enero de 2013; 221/2013, de 11 de abril;
638/2013, de 18 de noviembre; y 333/2014, de 30 de junio. 

El  artículo  4.2 de la  Directiva1993/13/CEE,  de 5  abril,  sobre  cláusulas  abusivas  en
contratos  celebrados  con  consumidores,  establece  que  «la  apreciación  del  carácter

abusivo de las cláusulas no se referirá a la definición del objeto principal del contrato ni

a la adecuación entre precio y retribución, por una parte, ni a los servicios o bienes que

hayan de proporcionarse como contrapartida, por otra, siempre que dichas cláusulas se

redacten de manera clara y comprensible».

La sentencia núm. 241/2013, de 9 de mayo, con referencia a la anterior sentencia núm.
406/2012, de 18 de junio, consideró que el control de contenido que puede llevarse a
cabo en orden al posible carácter abusivo de la cláusula no se extiende al equilibrio de
las «contraprestaciones», que identifica con el objeto principal del contrato, a que se
refería la Ley General para la Defensa de los Consumidores y Usuarios en el artículo
10.1.c en su redacción originaria, de tal forma que no cabe un control del precio. En
este sentido, la sentencia del Tribunal de Justicia de la Unión Europea (en lo sucesivo,
STJUE) de 30 de abril de 2014, asunto C-26/13, declara, y la de 26 de febrero de 2015,
asunto C-143/13, ratifica, que la exclusión del control de las cláusulas contractuales en
lo referente a la relación calidad/precio de un bien o un servicio se explica porque no
hay ningún baremo o criterio jurídico que pueda delimitar y orientar ese control. Pero, se
añadía en la citada sentencia núm. 241/2013, con la misma referencia a la sentencia
anterior, que una condición general defina el objeto principal de un contrato y que, como
regla, no pueda examinarse la abusividad de su contenido, no supone que el sistema no
las someta al doble control de transparencia.

Como recuerda la  sentencia  núm.  138/2015,  de  24  de marzo,  ya  dijo  la  sentencia
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241/2013 que este doble control consistía en que, además del control de incorporación,
que  atiende  a  una  mera  transparencia  documental  o  gramatical:  «conforme  a  la

Directiva 93/13/CEE y a lo declarado por esta Sala en la Sentencia 406/2012, de 18 de

junio, el control de transparencia, como parámetro abstracto de validez de la cláusula

predispuesta, esto es, fuera del ámbito de interpretación general del Código Civil del

"error propio" o "error vicio",  cuando se proyecta sobre los elementos esenciales del

contrato tiene por objeto que el adherente conozca o pueda conocer con sencillez tanto

la "carga económica" que realmente supone para él el contrato celebrado, esto es, la

onerosidad o sacrificio patrimonial realizada a cambio de la prestación económica que

se quiere obtener, como la carga jurídica del mismo, es decir, la definición clara de su

posición  jurídica  tanto  en  los  presupuestos  o  elementos  típicos  que  configuran  el

contrato celebrado, como en la asignación o distribución de los riesgos de la ejecución o

desarrollo del mismo». 

Por ello, seguía diciendo dicha sentencia, «la transparencia documental de la cláusula,

suficiente  a  efectos  de  incorporación  a  un  contrato  suscrito  entre  profesionales  y

empresarios, es insuficiente para impedir el examen de su contenido y, en concreto,

para impedir  que se analice  si  se trata de condiciones abusivas.  Es preciso que la

información suministrada permita al consumidor percibir que se trata de una cláusula

que define el objeto principal del contrato, que incide o puede incidir en el contenido de

su obligación  de pago y tener  un conocimiento  real  y  razonablemente  completo de

cómo juega o puede jugar en la economía del contrato».

Por tanto, que las cláusulas en los contratos concertados con consumidores que definen
el objeto principal del contrato y la adecuación entre precio y retribución, por una parte,
y los servicios o bienes que hayan de proporcionarse como contrapartida, por otra, se
redacten de manera clara y comprensible no implica solamente que deban posibilitar el
conocimiento  real  de su contenido mediante la  utilización  de caracteres tipográficos
legibles y una redacción comprensible, objeto del control de inclusión o incorporación
(arts. 5.5 “ La redacción de las cláusulas generales deberá ajustarse a los criterios de
transparencia, claridad, concreción y sencillez” y 7.b “Las que sean ilegibles, ambiguas,
oscuras  e  incomprensibles,  salvo,  en  cuanto  a  estas  últimas,  que  hubieren  sido
expresamente  aceptadas  por  escrito  por  el  adherente  y  se  ajusten  a  la  normativa
específica  que  discipline  en  su  ámbito  la  necesaria  transparencia  de  las  cláusulas
contenidas  en  el  contrato.”  de  la  Ley  española  de  Condiciones  Generales  de  la
Contratación  –en  adelante,  LCGC).  Supone,  además,  que  no  pueden  utilizarse
cláusulas que, pese a que gramaticalmente sean comprensibles y estén redactadas en
caracteres legibles, impliquen subrepticiamente una alteración del objeto del contrato o
del equilibrio económico sobre el precio y la prestación, que pueda pasar inadvertida al
adherente medio. 

El artículo 4.2 de la Directiva1993/13/CEE conecta esta transparencia con el juicio de
abusividad («la apreciación del carácter abusivo de las cláusulas no se referirá a […]
siempre que dichas cláusulas se redacten de manera clara y comprensible»), porque la
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falta  de  transparencia  trae  consigo  un  desequilibrio  sustancial  en  perjuicio  del
consumidor,  consistente  en  la  privación  de  la  posibilidad  de  comparar  entre  las
diferentes ofertas existentes en el mercado y de hacerse una representación fiel del
impacto económico que le supondrá obtener la prestación objeto del contrato según
contrate con una u otra entidad financiera, o una u otra modalidad de préstamo, de
entre los varios ofertados. 

En consecuencia,  estas condiciones generales pueden ser declaradas abusivas si el
defecto  de  transparencia  provoca  subrepticiamente  una  alteración,  no  del  equilibrio
objetivo entre precio y prestación, que con carácter general no es controlable por el
juez, sino del equilibrio subjetivo de precio y prestación, es decir, tal y como se lo pudo
representar  el  consumidor  en  atención  a  las  circunstancias  concurrentes  en  la
contratación  (sentencias  núm.  138/2015,  de  24  de  marzo,  y  705/2015,  de  23  de
diciembre). 

Las  citadas  sentencias  de  la  Sala  Primera  del  TS  han  basado  dicha  exigencia  de
transparencia,  que  iba  más  allá  de  la  transparencia  «documental»  verificable  en  el
control de inclusión (arts. 5.5 y 7 LCGC), en los arts. 80.1 y 82.1 TRLGCU, interpretados
conforme a los arts. 4.2 y 5 de la Directiva 93/13/CEE; y hemos citado a tales efectos lo
declarado en la STJUE de 21 de marzo de 2013, asunto C-92/11, caso RWE Vertrieb
AG, respecto de la exigencia de transparencia impuesta por tal directiva, conforme a la
cual el contrato debe exponer «de manera transparente el motivo y el modo de variación
de tal coste, de forma que el consumidor pueda prever, sobre la base de criterios claros
y comprensibles, las eventuales modificaciones del coste».

La antes indicada STJUE de 30 de abril  de 2014, dictada en el  asunto C-26/13, en
relación a las condiciones generales empleadas en un préstamo multidivisa, confirma la
corrección de esta interpretación, al afirmar que: «la exigencia de transparencia de las

cláusulas contractuales establecida por la Directiva 93/13 no puede reducirse sólo al

carácter comprensible de éstas en un plano formal y gramatical» (párrafo 71), que «esa

exigencia de transparencia debe entenderse de manera extensiva» (párrafo 72), que
«del  anexo de la  misma Directiva resulta que tiene un importancia esencial  para el

respeto de la  exigencia  de transparencia  la  cuestión de si  el  contrato  de préstamo

expone  de manera  transparente  el  motivo  y  las  particularidades  del  mecanismo de

conversión  de  la  divisa  extranjera,  así  como la  relación  entre  ese  mecanismo y  el

prescrito  por  otras  cláusulas  relativas  a  la  entrega  del  préstamo,  de  forma que  un

consumidor  pueda  prever,  sobre  la  base  de  criterios  precisos  y  comprensibles,  las

consecuencias económicas derivadas a su cargo» (párrafo 73), y concluir en el fallo que
«el artículo 4, apartado 2, de la Directiva 93/13 debe interpretarse en el sentido de que,

en relación con una cláusula contractual como la discutida en el asunto principal,  la

exigencia  de  que  una  cláusula  contractual  debe  redactarse  de  manera  clara  y

comprensible  se  ha  de  entender  como  una  obligación  no  sólo  de  que  la  cláusula

considerada  sea  clara  y  comprensible  gramaticalmente  para  el  consumidor,  sino

también de que el contrato exponga de manera transparente el funcionamiento concreto
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del  mecanismo  de  conversión  de  la  divisa  extranjera  al  que  se  refiere  la  cláusula

referida, así como la relación entre ese mecanismo y el prescrito por otras cláusulas

relativas  a  la  entrega  del  préstamo,  de  forma  que  ese  consumidor  pueda  evaluar,

basándose  en  criterios  precisos  y  comprensibles,  las  consecuencias  económicas

derivadas a su cargo».

A su vez, esta doctrina ha sido reiterada en la posterior STJUE de 26 de febrero de
2015, asunto C-143/13, cuyo párrafo 74 declara: «de los artículos 3 y 5 de la Directiva

93/13 y de los puntos 1, letras j) y l), y 2, letras b) y d), del anexo de la misma Directiva

resulta,  en particular,  que  para  satisfacer  la  exigencia  de transparencia  reviste  una

importancia  capital  la  cuestión  de  si  el  contrato  de  préstamo  expone  de  manera

transparente los motivos y las particularidades del mecanismo de modificación del tipo

del interés, así como la relación entre dicha cláusula y otras cláusulas relativas a la

retribución del prestamista, de forma que un consumidor informado pueda prever, sobre

la base de criterios precisos y comprensibles, las consecuencias económicas que para

él  se  derivan  (véase,  en  este  sentido,  la  sentencia  Kásler  y  Káslerné  Rábai,

EU:C:2014:282, apartado 73)». 

A  modo  de  conclusión,  podemos  resumir  que,  en  relación  al  objeto  principal  del
contrato, la transparencia garantiza que el cliente conozca o pueda conocer la carga
económica que el contrato supone para él y la prestación que va a recibir de la otra
parte  y,  además,  garantiza  la  adecuada  elección  del  consumidor  en  aquello  cuya
determinación se confía al mercado y la competencia, lo que supone que más allá de la
mera exigencia de claridad de los términos de las cláusulas, se pretende asegurar que
el consumidor tenga una posibilidad real de comparar las distintas ofertas y alternativas
de contratación del producto (SSTS 406/2012, de 18 de junio; 221/2013, de 11 de abril y
241/2013, de 9 de mayo).

Atendiendo al  contrato de que deriva el  presente juicio ordinario,  dado que el  tenor
literal  de  las  condiciones  que  figuran  en  el  mismo  no  permiten  al  consumidor
representar de forma clara la carga económica que dicho contrato le supone ni tampoco
garantiza al mismo la elección de la prestación que recibe por la otra parte, debido a
que la letra empleada y los términos tal como están redactados dificultan claramente su
comprensión,  estando  redactado  de  forma  oscura  y  confusa,  poco  clara,  de  forma
inconcreta  y  no  transparente,  sin  remarcar  que  tipo  de  precio,  contraprestación  o
comisión  se  aplica  durante  la  vigencia  del  contrato  de  forma clara  y  comprensible,
siendo que la relación del contrato en su totalidad debió redactarse de manera clara y
comprensible no solo desde el punto de vista gramatical sino que también transparente
en  cuanto  al  funcionamiento  concreto  del  contrato,  tanto  en  lo  relativo  al  precio  o
contraprestación que quedaría fuera del control de abusividad pero no de transparencia
como en lo relativo a los aspectos accesorios del mismo, esto es, interés de demora,
comisión por reclamación de cuotas impagadas, … etc, implica que no es preciso acudir
al criterio de abusividad para declarar estas como abusivas y por tanto nulas con los
efectos inherentes a dicha declaración, toda vez que el presente contrato no supera ni
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de lejos el doble control de transparencia e incorporación exigido debiendo por todo ello
declarar la nulidad de las citadas cláusulas del contrato de autos, siendo nulo todo el,
dado la falta  de claridad y trasparencia que presenta siendo esta la  voluntad de la
entidad bancaria a la hora de redactarlo en tales términos.

CUARTO.- Todo lo expuesto vale igualmente para la cláusula del contrato que prevé
una comisión de 30 euros por cada cuota impagada.

Tal cláusula se configura como una cláusula penal, que constituye una especie de pena
pactada que se deriva del incumplimiento de una obligación principal, consistiendo, más
o  menos,  en  una  cláusula  penal  que  se  contiene  en  los  contratos  como  promesa
accesoria  y  condicionada  a  la  obligación  principal,  con  doble  función,  reparadora  y
punitiva  cuya finalidad  es la  de evitar  la  existencia  de perjuicios  para los  casos de
deficiente o total incumplimiento (STS de 20 de mayo de 1986).

La cláusula controvertida permite reclamar en caso de producirse el impago de alguna
cuota a su vencimiento, una comisión por impago, comisión que bajo la cobertura de
sanción  por  incumplimiento,  grava  de  forma  desproporcionada  la  conducta  del
consumidor. 

La  referida  condición  general  no  sólo  implica  la  exigencia  de  tal  importe  como
indemnización  de  daños  y  perjuicios,  lo  cual  ya  pudiera  entenderse  como
desproporcionado,  sino,  además,  que  en  caso  de  incumplimiento  de  obligaciones,
habría que añadirle, en el estudio de la configuración original del contrato conforme a
sus cláusulas, y como dispone la propia condición general, el abono de los intereses de
demora. Asimismo, tales comisiones se imponen de forma previa al contrato y a tanto
alzado con independencia  y  sin contar  con el  coste de las gestiones efectivamente
realizadas ni el importe real de los gastos ocasionados en gestión de recibos impagados
o gestiones de reclamación.

Ello conduce a calificar la referida cláusula como nula por imponer al consumidor que
incumpla  sus  obligaciones  una  indemnización  desproporcionadamente  alta,  máxime
valorando conjuntamente las diversas condiciones generales integrantes de un mismo
contrato, base de las presentes actuaciones. Aplicando la doctrina de la STJUE de 14
de junio de 2012, procede no tener por puesta dicha cláusula/condición general nula, no
habiendo lugar a moderarla.

QUINTO.-  En  cualquier  caso,  también  debe  prosperar  la  acción  ejercitada  por  el
demandante con carácter subsidiario, esto es, por considerar que el contrato de tarjeta
de crédito suscrito entre las partes adolece de nulidad por ser considerado usurario el
interés remuneratorio pactado.

Ciertamente,  la  abusividad  del  interés remuneratorio  no es susceptible  de control  a
través de la normativa de protección del consumidor (sea la Directiva 93/13, de 5 de
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abril, sobre cláusulas abusivas en los contratos celebrados con los consumidores, sea
los artículos 82 y siguientes del texto refundido de la Ley General para la Defensa de los
Consumidores  y  Usuarios  aprobado  por  Real  Decreto  Legislativo  1/2007,  de 16  de
noviembre, sea cualquier otra norma sectorial), pero ello no implica que esté exento de
límites. 

La Ley de Represión de la Usura se configura como un límite a la autonomía negocial
del artículo 1255 del Código CivilLegislación citada que se aplica Real Decreto de 24 de
julio de 1889 por el que se publica el Código Civil. art. 1255 (16/08/1889) aplicable a los
préstamos, y, en general, a cualquier operación de crédito «sustancialmente equivalente
» al préstamo. 

El artículo 1 de la Ley de 23 julio 1908, de Represión de la Usura, establece que será
nulo todo contrato de préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al
normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso
o en condiciones tales que resulte aquél leonino, habiendo motivos para estimar que ha
sido aceptado por el prestatario a causa de su situación angustiosa, de su inexperiencia
o de lo limitado de sus facultades mentales. 

Es  preciso  por  tanto  determinar  si  en dichos préstamos se ha acordado un interés
notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente desproporcionado con las
circunstancias del caso o en condiciones tales que resulte aquél leonino.

En el caso concreto el demandante suscribió con la entidad CITIBANK ESPAÑA, S.A.
en fecha 22 de enero de 2010 un contrato de tarjeta de crédito con un tipo de interés
anual 26,82%, T.A.E.

A estos efectos, resulta aplicable al presente supuesto la reciente Sentencia del Pleno
de la Sala 1ª del Tribunal Supremo número 149/2020, de 4 de marzo. Resolución cuya
doctrina ha avalado recientemente el Tribunal Superior de Justicia de la Unión Europea
en su auto de fecha 25 de marzo de 2021.

La referida sentencia, analiza un supuesto similar al que nos ocupa en la que se expone
que: 

“1.- Para determinar la referencia que ha de utilizarse como «interés normal del dinero»

para realizar la comparación con el interés cuestionado en el litigio y valorar si el mismo

es usurario, debe utilizarse el tipo medio de interés, en el momento de celebración del

contrato, correspondiente a la categoría a la que corresponda la operación crediticia

cuestionada.  Y  si  existen  categorías  más  específicas  dentro  de  otras  más  amplias

(como  sucede  actualmente  con  la  de  tarjetas  de  crédito  y  revolving,  dentro  de  la

categoría más amplia de operaciones de crédito al  consumo),  deberá utilizarse esa

categoría más específica, con la que la operación crediticia cuestionada presenta más

coincidencias (duración del crédito, importe, finalidad, medios a través de los cuáles el
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deudor  puede  disponer  del  crédito,  garantías,  facilidad  de  reclamación  en  caso  de

impago, etc.), pues esos rasgos comunes son determinantes del precio del crédito, esto

es, de la TAE del interés remuneratorio. 

2.- A estos efectos, es significativo que actualmente el Banco de España, para calcular
el tipo medio ponderado de las operaciones de crédito al consumo, no tenga en cuenta
el de las tarjetas de crédito y revolving, que se encuentra en un apartado específico. 

3.- En el presente caso, en el litigio sí era discutido cuál era el interés de referencia que
debía tomarse como «interés normal del dinero». Y a esta cuestión debe contestarse
que el índice que debió ser tomado como referencia era el tipo medio aplicado a las
operaciones  de  crédito  mediante  tarjetas  de  crédito  y  revolving  publicado  en  las
estadísticas oficiales del Banco de España, con las que más específicamente comparte
características la operación de crédito objeto de la demanda. 

4.- En consecuencia, la TAE del 26,82% del crédito revolving (que en el momento de

interposición de la demanda se había incrementado hasta el 27,24%, ha de compararse

con el tipo medio de interés de las operaciones de crédito mediante tarjetas de crédito y

revolving de las estadísticas del Banco de España, que, según se fijó en la instancia,

era algo superior al 20%, por ser el tipo medio de las operaciones con las que más

específicamente comparte características la operación de crédito objeto de la demanda.

No se ha alegado ni justificado que cuando se concertó el contrato el tipo de interés

medio de esas operaciones fuera superior al tomado en cuenta en la instancia. 

5.- Al tratarse de un dato recogido en las estadísticas oficiales del Banco de España

elaboradas con base en los datos que le son suministrados por las entidades sometidas

a su supervisión,  se evita que ese «interés normal  del  dinero» resulte fijado por  la

actuación de operadores fuera del control del supervisor que apliquen unos intereses

claramente desorbitados. 

QUINTO.- Decisión del tribunal (III): la determinación de cuándo el interés de un crédito

revolving  es  usurario  por  ser  notablemente  superior  al  normal  del  dinero  y

manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso 

1.-  Aunque  al  tener  la  demandante  la  condición  de  consumidora,  el  control  de  la

estipulación que fija  el  interés remuneratorio  puede realizarse también mediante los

controles  de  incorporación  y  transparencia,  propios  del  control  de  las  condiciones

generales  en  contratos  celebrados  con  consumidores,  en  el  caso  objeto  de  este

recurso, la demandante únicamente ejercitó la acción de nulidad de la operación de

crédito mediante tarjeta revolving por su carácter usurario. 

2.- El extremo del art. 1 de la Ley de 23 julio 1908, de Represión de la Usura, que

resulta relevante para la cuestión objeto de este recurso establece: «Será nulo todo

contrato de préstamo en que se estipule un interés notablemente superior al normal del
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dinero y manifiestamente desproporcionado con las circunstancias del caso [...]». 

3.- A diferencia de otros países de nuestro entorno, donde el legislador ha intervenido

fijando porcentajes  o parámetros concretos para determinar  a partir  de qué tipo de

interés  debe considerarse  que una operación  de crédito  tiene carácter  usurario,  en

España la regulación de la usura se contiene en una ley que ha superado un siglo de

vigencia y que utiliza conceptos claramente indeterminados como son los de interés

«notablemente  superior  al  normal  del  dinero» y  «manifiestamente  desproporcionado

con las circunstancias del caso». Esta indeterminación obliga a los tribunales a realizar

una labor de ponderación en la que, una vez fijado el índice de referencia con el que ha

de realizarse la comparación, han de tomarse en consideración diversos elementos. 

4.- La sentencia del Juzgado de Primera Instancia consideró que, teniendo en cuenta

que el  interés medio de los créditos al  consumo correspondientes  a las tarjetas de

crédito y revolving era algo superior al 20%, el interés aplicado por Wizink al crédito

mediante tarjeta revolving concedido a la demandante,  que era del 26,82% (que se

había incrementado hasta un porcentaje superior en el momento de interposición de la

demanda),  había  de considerarse usurario  por  ser  notablemente  superior  al  interés

normal del dinero. 

5.- En el caso objeto de nuestra anterior sentencia, la diferencia entre el índice tomado

como  referencia  en  concepto  de  «interés  normal  del  dinero»  y  el  tipo  de  interés

remuneratorio del crédito revolving objeto de la demanda era mayor que la existente en

la operación de crédito objeto de este recurso. 

Sin embargo, también en este caso ha de entenderse que el interés fijado en el contrato

de crédito revolving es notablemente superior al normal del dinero y manifiestamente

desproporcionado con las circunstancias del caso y, por tanto, usurario, por las razones

que se exponen en los siguientes párrafos. 

6.-  El  tipo medio del que,  en calidad de «interés normal  del  dinero»,  se parte para

realizar la comparación, algo superior al 20% anual, es ya muy elevado. Cuanto más

elevado  sea  el  índice  a  tomar  como  referencia  en  calidad  de  «interés  normal  del

dinero», menos margen hay para incrementar el precio de la operación de crédito sin

incurrir en usura. De no seguirse este criterio, se daría el absurdo de que para que una

operación  de  crédito  revolving  pudiera  ser  considerada  usuraria,  por  ser  el  interés

notablemente superior al normal del dinero y desproporcionado con las circunstancias

del caso, el interés tendría que acercarse al 50%. 

7.- Por tal razón, una diferencia tan apreciable como la que concurre en este caso entre
el índice tomado como referencia en calidad de «interés normal del dinero» y el tipo de
interés fijado en el contrato, ha de considerarse como «notablemente superior» a ese
tipo utilizado como índice de referencia, a los efectos que aquí son relevantes. 
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8.- Han de tomarse además en consideración otras circunstancias concurrentes en este
tipo  de  operaciones  de  crédito,  como  son  el  público  al  que  suelen  ir  destinadas,
personas  que  por  sus  condiciones  de  solvencia  y  garantías  disponibles  no  pueden
acceder  a  otros  créditos  menos  gravosos,  y  las  propias  peculiaridades  del  crédito
revolving,  en  que  el  límite  del  crédito  se  va  recomponiendo  constantemente,  las
cuantías  de  las  cuotas  no  suelen  ser  muy  elevadas  en  comparación  con  la  deuda
pendiente  y  alargan muy considerablemente  el  tiempo durante  el  que el  prestatario
sigue pagando las cuotas con una elevada proporción correspondiente a intereses y
poca amortización del capital, hasta el punto de que puede convertir al prestatario en un
deudor  «cautivo»,  y  los  intereses  y  comisiones  devengados  se  capitalizan  para
devengar el interés remuneratorio. 

9.-  Como dijimos  en nuestra  anterior  sentencia  628/2015,  de  25  de  noviembre,  no
puede justificarse la fijación de un interés notablemente superior al normal del dinero
por el riesgo derivado del alto nivel de impagos anudado a operaciones de crédito al
consumo  concedidas  de  un  modo  ágil  (en  ocasiones,  añadimos  ahora,  mediante
técnicas de comercialización agresivas) y sin comprobar adecuadamente la capacidad
de pago del prestatario, pues la concesión irresponsable de préstamos al consumo a
tipos de interés muy superiores a los normales, que facilita el sobreendeudamiento de
los consumidores, no puede ser objeto de protección por el ordenamiento jurídico. Por
tanto, la justificación de esa importante diferencia entre el  tipo medio aplicado a las
tarjetas de crédito y revolving no puede fundarse en esta circunstancia. 

10.- Todo ello supone que una elevación porcentual respecto del tipo de interés medio
tomado como «interés normal  del  dinero» de las proporciones concurrentes en este
supuesto,  siendo ya tan elevado  el  tipo  medio  de las  operaciones  de crédito  de la
misma naturaleza, determine el carácter usurario de la operación de crédito.

En  aplicación  de  la  jurisprudencia  expuesta  y  volviendo  al  caso  concreto,  el  TAE
estipulado en el contrato del 26,82% en aplicación de las consideraciones expuestas
por el Tribunal Supremo en la resolución transcrita que este Juzgador hace suyas, debe
considerarse usurario, no concurriendo ninguna circunstancia relevante que lo justifique,
por lo que debe concluirse que se trata de un interés superior al normal del dinero y
desproporcionado a las circunstancias del caso, que vienen a ser las mismas que las
analizadas en la Sentencia de 4 de marzo de 2020Jurisprudencia citadaSTS, Sala de lo
Civil,  Sección  991ª,  25-11-2015  (rec.  2341/2013),  sin  que  ello  pueda  resultar
desvirtuado por la documental aportada por la parte demandada.

Ello por cuanto la comparación deberá realizarse con la categoría de que se trate la
operación crediticia cuestionada. El contrato de autos es de tarjeta de crédito, por lo
que, conforme a la jurisprudencia citada, la comparación habrá de hacerse con los tipos
de interés correspondiente a esta modalidad de contrato. Hasta el mes de junio de 2010
el Banco de España, cuando publicaba los tipos de interés, incluía las tarjetas de crédito
con pago aplazado y tarjetas revolving en los créditos al consumo hasta 1 año, por lo
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que habrá de atenderse a los tipos publicados para este producto. En enero de 2010 el
tipo de interés de créditos al consuma hasta 1 año publicado por el Banco de España
era del 10,15%, por consiguiente el tipo de interés remuneratorio fijado en el contrato es
superior al doble del tipo aplicable a las operaciones de crédito al consumo.

A mayor abundamiento, la propia demandada alega en su contestación a la demanda
que desde el mes de marzo de 2020, tras la publicación de la referida sentencia de
nuestro más alto Tribunal redujo el precio de todos sus contratos a un 21,94% TAE lo
que supone un reconocimiento implícito por la parte demandada del carácter usurario
del interés remuneratorio fijado en el contrato.

En  consecuencia,  asiste  la  razón  al  demandante  siendo  el  interés  remuneratorio
pactado en el contrato usurario, lo cual conlleva la nulidad del contrato. 

Las consecuencias de dicha nulidad son las previstas en el  artículo 3 de la Ley de
Represión de la UsuraLegislación citada que se aplicaLey de 23 de julio de 1908 sobre
nulidad de los contratos de préstamos usurarios. art. 3 (13/08/1908), según el cual el
prestatario estará obligado a entregar tan sólo la suma recibida.

Por todo ello, estimando íntegramente la demanda, se declara la nulidad del contrato
suscrito por las partes sobre el que versan las presentes actuaciones, condenando a la
parte demandada a abonar a la demandante la cantidad percibida de ésta por cualquier
concepto que exceda del capital prestado.

SEXTO.- Asimismo,  se deberán  abonar  los  intereses del  artículo  576 de la  Ley de
Enjuiciamiento Civil desde la fecha de la sentencia hasta su completo pago.

SEPTIMO.-  En materia de costas, se imponen las mismas a la parte demandada al
haberse dictado un pronunciamiento estimatorio de la demanda, de conformidad con lo
establecido  en  el  artículo  394  de  la  LEC,  en  virtud  del  cual  “en  los  procesos
declarativos, las costas en la primera instancia se impondrán a la parte que haya visto
rechazadas todas sus pretensiones, salvo que el tribunal aprecie, y así lo razone, que el
caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho”. 

Vistos  los  preceptos  legales  citados  y  cualesquiera  otros  de  general  y  pertinente
aplicación.

FALLO

Que  ESTIMO íntegramente la  demanda  formulada  por D.  JORGE,  GISTAS  GIL,
representado  por  la  Procuradora  de  los  Tribunales  Dª.  EGUSKIÑE  ITZIAR
HERNÁNDEZ ESPELT  frente  a  WIZINK BANK,  S.A.  y  en consecuencia,  declaro  la
nulidad de las cláusulas de interés remuneratorio y de comisión por reclamación por
falta de transparencia, así como la nulidad del contrato litigioso por usurario y condeno a
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la parte demandada  a devolver a la parte demandante las cantidades percibidas por
cualquier  concepto  que exceda del  capital  prestado,  más el  interés legal  del  dinero
incrementado en dos puntos desde la fecha de la sentencia hasta su completo pago,
con expresa imposición a la parte demandada de las costas del procedimiento.

Modo  de  impugnación: recurso  de  APELACIÓN ante  la  Audiencia  Provincial  de
Barcelona (art.455 de la LEC).

El  recurso se interpone mediante un escrito que se debe presentar en este Órgano
dentro del plazo de VEINTE días, contados desde el siguiente al de la notificación, en el
que se debe exponer las alegaciones en que se base la impugnación, citar la resolución
apelada y los pronunciamientos que impugna. Además, se debe constituir, en la cuenta
de Depósitos y Consignaciones de este Órgano judicial, el depósito a que se refiere la
DA 15ª de la LOPJ reformada por la LO 1/2009, de 3 de noviembre. Sin estos requisitos
no se admitirá la impugnación (arts. 458.1 y 2 de la LEC).

Así por esta sentencia, lo pronuncio, mando y firmo.

El Juez 

Puede consultar el estado de su expediente en el área privada de seujudicial.gencat.cat

Los interesados quedan informados de que sus datos personales han sido  incorporados  al  fichero de

asuntos de esta Oficina Judicial, donde se conservarán con carácter de confidencial, bajo la salvaguarda y

responsabilidad de la misma, dónde serán tratados con la máxima diligencia.

Quedan informados de que los datos contenidos en estos documentos son reservados o confidenciales y

que el tratamiento que pueda hacerse de los mismos, queda sometido a la legalidad vigente. 

Los datos personales que las partes conozcan a través del proceso deberán ser tratados por éstas de

conformidad con la normativa general de protección de datos. Esta obligación incumbe a los profesionales

que representan y asisten a las partes, así como a cualquier otro que intervenga en el procedimiento.

El uso ilegítimo de los mismos, podrá dar lugar a las responsabilidades establecidas legalmente.

En relación con el tratamiento de datos con fines jurisdiccionales, los derechos de información, acceso,

rectificación,  supresión,  oposición  y  limitación  se  tramitarán  conforme  a  las  normas  que  resulten  de

aplicación en el proceso en que los datos fueron recabados. Estos derechos deberán ejercitarse ante el

órgano judicial u oficina judicial en el que se tramita el procedimiento, y las peticiones deberán resolverse

por quien tenga la competencia atribuida en la normativa orgánica y procesal.

Todo ello conforme a lo previsto en el Reglamento EU 2016/679 del Parlamento Europeo y del Consejo, en

la Ley Orgánica 3/2018, de 6 de diciembre, de protección de datos personales y garantía de los derechos

digitales y en el Capítulo I Bis, del Título III del Libro III de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder

Judicial.
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